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Concluyo este trabajo con algunas reflexiones que integran los 
aprendizajes que este estudio nos aporta, que abren nuevas ru-
tas, problemas y discusiones, que habrían de considerarse en la 
agenda a trabajar en los días por venir en materia de precedente 
judicial.

Las personas juezas —como depositarias de las tareas de razo-
namiento práctico institucional— llevan a cabo tareas de aplica-
ción del derecho, pero también de interpretación, cuya compren-
sión más acabada implica mucho más que solo conocimiento del 
derecho. Es por esto que, la forma en la que hemos entendido la 
tarea de los tribunales dentro del sistema jurídico ha tenido un efec-
to en instituciones cruciales como la jurisprudencia.

El inevitable ejercicio de interpretación judicial del derecho 
va generando una línea de respuestas institucionales, debido a las 
disputas que las personas someten a su consideración. Consecuen-
temente, las respuestas creativas que se aporten, en el contexto de 
disputas entre particulares, están llamadas a ser generalizadas y ser-
vir para la solución de casos semejantes posteriores. 

En el Civil Law, la jurisprudencia ha estado presente con dife-
rentes significaciones a lo largo del tiempo, y se integró al ordena-
miento jurídico mexicano en donde fue adquiriendo los contornos 
que le caracterizan. La trayectoria de la jurisprudencia mexicana 
ha mostrado un proceso evolutivo, que refleja sus transformaciones 
en sintonía con las necesidades del momento histórico que las intro-
dujo. Entendida como producto de la interpretación de las personas 
juezas, la noción tradicional de jurisprudencia ha estado atada a 
ciertos presupuestos conceptuales vinculados fuertemente a un Es-
tado legal de derecho.
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Es importante considerar que los sistemas jurídicos contempo-
ráneos han transitado a un estado de cosas distinto a aquél en el 
que surgieron algunas instituciones que hoy están llamadas a cum-
plir otros fines más allá de los que se concibieron en su origen, tal 
es el caso del precedente. Por ello, es preciso asimilar que el prece-
dente es una institución que llega a atender nuevas necesidades del 
sistema jurídico en el contexto del constitucionalismo de derechos.

La reforma constitucional en materia de precedente de 2021 
es un eslabón más en la cadena de modificaciones que buscan ha-
bilitar en México una mayor y mejor protección de derechos. En 
la medida en que esos derechos se van especificando y moldeando, 
permiten hacer explícitos los fines que la sociedad busca respecto 
de sus interacciones concretas. El precedente junto con sus elemen-
tos constitutivos y las herramientas para su análisis, ayudan a com-
prender mejor el proceso de razonamiento práctico que tiene lugar 
en sede judicial con la emisión de sentencias.

Por otra parte, el estado de cosas generado por  ese tránsito ha 
colocado en el debate nacional viejas discusiones acerca del papel 
de los tribunales productores de precedentes, al tiempo que ha ge-
nerado nuevas discusiones en torno al precedente judicial. Algunas 
de esas discusiones son de larga data en la teoría constitucional, 
otras se han reconfigurado para recoger nuevos rasgos del proble-
ma que habían estado invisibilizados, mientras que otros más son 
auténticos nuevos problemas.Una de esas discusiones de larga data 
es el debate contramayoritario que ha permanecido en el deba-
te jurídico con mayor o menor intensidad a lo largo del tiempo. 
A grandes rasgos, el debate actual cuestiona la legitimidad de las 
personas juezas en materia constitucional como las encargadas de 
aplicar los mecanismos de control y revisión constitucional, tarea 
que acusan de antidemocrática y elitista. 

De acuerdo con Rivera, el argumento contramayoritario es en-
tonces aquella imputación dirigida inicialmente al Judicial Review 
—diseñado como mecanismo para la protección de derechos sus-
tantivos frente a las mayorías, así como tutelar la fuerza normativa 
de la Constitución— y actualmente a la jurisdicción constitucional 
acerca del carácter antidemocrático de sus decisiones. Es una críti-
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ca planteada en términos de principios mayoritarios, democracia, 
legitimidad y carencia de representatividad.263

La cuestión, sin embargo, es más compleja de lo que puede 
expresarse en algunas líneas y parece estar configurada actual-
mente, en las líneas que apuntaba Vázquez, en los extremos de 
las posiciones infructuosas para el debate público. En un extremo, la 
posición según la cual la rama judicial debe imponerse una auto-
rrestricción salvaguardando el principio de división de poderes, 
basada en una concepción formalista de la democracia en la que 
los jueces que carecen de legitimidad democrática son los menos 
autorizados para controlar la legalidad y constitucionalidad de las 
normas. En el extremo opuesto, está la posición del activismo ju-
dicial o decisionismo sin contrapesos democráticos que, con todo 
y sus riesgos, haría posible la protección efectiva de los derechos 
—y de manera relevante de el de las minorías— consagrados en 
la Constitución.264 

Desafortunadamente, una versión de la primera posición for-
malista es la que parece enarbolar la reforma constitucional de 
2024 respecto del Poder Judicial de la Federación, la cual alcan-
za también a los Poderes Judiciales de las entidades federativas. 
Tanto el diseño como la manera en que se ejecutó esta reforma 
son poco alentadores, dada la posición extrema de la cual parte 
y que se alinea con una concepción cognitivista de la judicatura, 
claramente contrapuesta al constitucionalismo de derechos hu-
manos que protege la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

Preocupan no solo las remociones masivas de personas juzga-
doras —tanto a nivel federal como local—, el proceso de elección 
de las nuevas personas que ocuparán esos cargos, la falta de meca-

263		  Rivera León, Mauro Arturo, “Esbozo de la teoría contramayoritaria: con-
sideraciones de la countermajoritarian difficulty”, UNED. Teoría y Realidad Constitucio-
nal, núm. 28, 2011, pp. 407-428.

264		  Vázquez, Rodolfo, “Justicia constitucional, derechos humanos y argu-
mento contramayoritario”, Anales de la Cátedra Francisco Suárez, vol. 44, 2010, pp. 
249-264. 
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nismos de seguimiento puntuales, transparentes y eficientes sobre 
el trabajo de las comisiones encargadas de depurar las listas de per-
sonas candidatas, y la premura  en la organización de las elecciones 
especiales e inéditas, sino también la creación de un Tribunal de 
Disciplina con amplios poderes para revisar y sancionar a las per-
sonas decisoras, lo que incorpora un factor de altísimo riesgo para 
la independencia judicial.265 

Preocupa también que el resultado de ese proceso de integración 
de personas juzgadoras —por elección popular— reconfigurará la 
operación, operatividad y sustancia de las decisiones jurisdiccionales 
que comiencen a generarse a partir de que las nuevas juzgadoras 
asuman sus cargos en junio de 2025. En el deseo de todas las perso-
nas interesadas en estos temas está el que esos cargos sean ocupados  
por personas  serias con perfiles profesionales que cuenten con las 
competencias, conocimiento, capacitación, ética profesional y crite-
rio jurídico para asumir esta crucial labor, sin embargo, los cuestio-
namientos y problemas advertidos en la presentación e implementa-
ción de la reforma266 no ofrecen certeza alguna. 

Ahora bien, dado que en la reforma judicial de 2024 no se 
advierten cambios significativos en materia de precedentes, dado 
que en su mayoría se mantiene el diseño delineado por la reforma 
de 2021, podrían parecer infundadas las reflexiones críticas que 
ofrezco, pero no es el caso. Aunque sea poco evidente, existen dos  
 

265		  Esta reforma parece una manifestación de lo que Gargarella alertaba 
acerca del sistema democrático capturado, en el que las autoridades usando una 
retórica de derechos humanos y enmarcando sus acciones con frases jurídicas 
disfrazadas de “constitucionales” actúan realmente como les viene en gana, ig-
norando simplemente las reglas básicas que las limitan y haciendo como si los 
controles al ejercicio de ese poder no existieran. Aunque plantea la advertencia 
de que los problemas de las democracias no son los mismos que los del cons-
titucionalismo. Gargarella, Roberto, El derecho como una conversación entre iguales, 
Buenos Aires, Siglo XXI Editores, 2021, pp. 12 y 13.

266		  Para un recuento detallado de tales problemas, véase Salmorán Villar, 
Guadalupe, “Las elecciones judiciales en México: los riesgos de captura”, en Ló-
pez Noriega, Saúl y Martín Reyes, Javier (coords.), La tormenta judicial. Implicaciones 
de la reforma de 2024 en México, México, Nexos, 2025, pp. 42-50.
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importantes tensiones constitucionales generadas por la reforma de 
2024 en relación con el precedente.

La primera tensión tiene que ver con la pretensión general de la 
reforma, según la cual se busca poner límites a los órganos jurisdic-
cionales para proteger la adecuada impartición de justicia. Esto se 
advierte literalmente, en el artículo transitorio décimo primero del 
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-
posiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de reforma del Poder Judicial, publicado el 15 de 
septiembre de 2025 que a la letra dice: “Décimo Primero.- Para la 
interpretación y aplicación de este Decreto, los órganos del Estado 
y toda autoridad jurisdiccional deberán atenerse a su literalidad y 
no habrá lugar a interpretaciones análogas o extensivas que preten-
dan inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios sus términos 
o su vigencia, ya sea de manera total o parcial”. 

Como puede observarse, el decreto adopta una posición for-
malista respecto de la lectura y aplicación de los artículos refor-
mados, lo cual está en franca contradicción con el diseño de la 
Constitución y el artículo primero constitucional. La reforma de 
2024 suscribe una noción cognitivista de la aplicación del derecho, 
presuponiendo que se trata de una tarea meramente cognitiva y 
que las normas jurídicas son precisas y completas, con lo cual no se 
requiere más que seguirla “literalmente”.

En contraposición, el artículo primero constitucional señala la 
obligación de interpretar los derechos humanos de acuerdo con  
la Constitución y con los tratados de derechos humanos, procuran-
do siempre la protección más amplia. Dado que la manera de apli-
car los derechos humanos, en estos términos, requiere un tipo de 
ejercicio analítico-interpretativo no-cognitivista, es preciso partir 
de la premisa  según la cual el derecho es imperfecto e incompleto, 
y  otorgar la protección más amplia a los derechos exige en muchas 
ocasiones un ejercicio interpretativo constructivo.

Esta contradicción entre la aspiración que guía la reforma ju-
dicial de 2024 y el diseño constitucional en materia de derechos 
humanos, desde la reforma constitucional de 2011 genera una ten-
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sión de fondo, a nivel del imaginario jurídico constitucional, que 
trastoca los fundamentos mismos del sistema acerca de cómo ha 
de entenderse el trabajo de las personas juzgadoras en el consti-
tucionalismo de derechos humanos. Esta tensión podría producir 
efectos paradójicos respecto de la protección de derechos en sede 
jurisdiccional.

A lo largo de este trabajo he argumentado acerca del tránsito 
de la jurisprudencia al precedente en  el contexto del constitucio-
nalismo, y cabe hacer notar que el sistema mismo de precedentes 
tal como hoy está configurado —que fue intocado en la reforma 
de 2024— es consistente con una interpretación en sede judicial 
que sea capaz de brindar la mayor protección a las personas jus-
ticiables. Si se observa la evolución del sistema, es evidente que 
está encaminado a acompañar la reforma de derechos humanos 
de 2011, por lo que el propio sistema de precedentes está en franca 
oposición a la aspiración que expresa el décimo primero transitorio 
de la reforma constitucional de 2024.

Como puede verse, coexisten dos discursos contradictorios en 
la Constitución: uno que pretende la aplicación estricta de la ley y 
otro que ordena la máxima protección en la aplicación de derechos 
humanos según la propia Constitución y los tratados internacio-
nales, que por definición requiere una aplicación del derecho que 
incluya el ejercicio interpretativo constructivo. 

Parece que nos enfrentamos nuevamente a un problema de 
traslape de instituciones que se han agregado a la Constitución 
—cuya regulación se extiende a leyes secundarias— y que pugnan 
por promover fines diversos, de manera simultánea.267 No solo el 
artículo décimo transitorio tira en una dirección contraria al con-
tenido esencial del artículo primero constitucional, sino también 
la incorporación del Tribunal de Disciplina con las capacidades 
de sentar sus propios precedentes sobre el desempeño de personas 
magistradas y juezas en la administración de justicia.

267		  Gargarella, Roberto, “The «New» Latin American Constitutionalism. 
Old Wine in New Skins”, op. cit., pp. 228-231.
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A diferencia del proceso evolutivo que atravesamos en etapas 
constitucionales previas en el que las instituciones antiguas repre-
sentaban un obstáculo para las nuevas; ahora ocurre el proceso 
inverso: que el nuevo diseño constitucional y la adición de insti-
tuciones de la reciente reforma de 2024 pueden generar nuevos 
obstáculos para las instituciones previas que buscaban la protec-
ción efectiva de los derechos. En suma, con esta reforma sobre el 
poder judicial federal y local existe el riesgo de que se genere un 
efecto paradójico en el que las recién incorporadas estructuras 
institucionales no solo fallen en complementar las innovaciones 
constitucionales más recientes, sino que actúen como obstáculos 
para la adecuada aplicación y consolidación del constitucionalismo 
de derechos humanos. 

La segunda tensión identificada es relativa al Tribunal de Disci-
plina Judicial, toda vez que se trata de un órgano de nueva creación, 
encargado de investigar, substanciar y resolver los procedimientos 
de responsabilidad administrativa de los servidores públicos que 
realizan funciones jurisdiccionales en el Poder Judicial de la Fede-
ración, así como evaluar el desempeño de las personas magistradas 
y juezas, de acuerdo con la ley orgánica vigente.

En principio, el seguimiento del desempeño de las tareas judi-
ciales no es en sí mismo un problema, el problema se genera cuan-
do cinco personas electas por voto popular tienen a su cargo la 
evaluación y la posibilidad de sancionar a las personas que realizan 
tareas sustantivas relacionadas con la toma de decisiones judiciales. 
La existencia del Tribunal de Disciplina es problemática, incluso 
concediendo su legitimidad en una democracia constitucional, la 
primera cuestión compleja y respecto de la cual habría que man-
tener vigilancia y máxima transparencia, es sobre su propia inde-
pendencia. Al tratarse de un órgano electo por voto popular, en las 
condiciones de poca participación ciudadana y la alta politización 
del proceso electoral de 2025,268 es razonable cuestionarse acerca  
 

268		 Para un recuento pormenorizado de los problemas que plantea la elec-
ción judicial de 2025 en México, véase Salmorán, Guadalupe, cit., pp. 42-50.
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de si su autonomía podría estar comprometida de origen o si puede 
hablarse de legitimidad democrática, dado el nivel de abstencionis-
mo en las elecciones del 1 de junio de 2025.269

Una persona jueza independiente, lo es respecto de los otros 
poderes del Estado, pero también respecto de la toma de sus deci-
siones en el ejercicio de su deber institucional que —a diferencia de 
las autoridades políticas, que pueden promover programas sociales 
o intereses de otra índole— debe aplicar y ceñirse únicamente al 
derecho. No obstante, el hecho que el Tribunal de Disciplina Ju-
dicial goce de amplios poderes para la revisión de oficio sobre el 
trabajo decisorio en sede judicial, coloca a la independencia judi-
cial del resto de los órganos jurisdiccionales en una posición muy 
vulnerable. Si a esto se agrega que sus decisiones son inapelables, 
obtenemos un diseño institucional que genera incentivos para la 
injerencia de otros poderes públicos o agentes vía la “disciplina”.270

En ese sentido, el problema no es la democratización de la jus-
ticia —como se le ha llamado a la elección de personas juzgadoras 
mediante voto popular— sino el deficiente proceso de articulación 
e implementación de la reforma, que propicia que a través de ins-
trumentos democráticos se incremente el control político sobre las 
personas decisoras, con el riesgo de deslizarse hacia la conversión de 
los órganos judiciales en instrumentos de las mayorías políticas. Lo 

269		  De acuerdo con los resultados obtenidos por los especialistas, a partir 
de una muestra de casillas seleccionadas aleatoriamente frente a notarios públi-
cos, al 2 de junio de 2025, se estimaba una  participación ciudadana de entre  
12.57 % y 13.32 % en la elección judicial del 1o. de junio. Véase la “Versión es-
tenográfica del segundo mensaje en cadena nacional de la Consejera Presidenta, 
Guadalupe Taddei, con motivo de la jornada electoral de la primera elección del 
Poder Judicial”, disponible en: https://centralelectoral.ine.mx/2025/06/02/version-es 
tenografica-del-segundo-mensaje-en-cadena-nacional-de-la-consejera-presidenta-guadalupe-
taddei-con-motivo-de-la-jornada-electoral-de-la-primera-eleccion-del-poder-judicial/.

270		  Javier Couso recuerda que la experiencia histórica indica que cuando no 
existe una tradición robusta de respeto al estado de derecho, la judicialización 
de la política puede acabar con la independencia de la judicatura o peor aun, se 
puede producir una politización de la justicia. Couso, Javier, “Consolidación de-
mocrática y Poder Judicial: los riesgos de la judicialización de la política”, Revista 
de Ciencia Política, vol. XXIV, núm. 2, 2004, pp. 45 y 46.



121EPÍLOGO

más desafortunado de este escenario es, precisamente, que se estaría 
promoviendo aquello que se buscaba combatir con la reforma.

En ese estado de cosas, el deber de independencia de los ór-
ganos judiciales puede verse afectado, y por lo tanto, los derechos 
de los ciudadanos, en la medida en que las decisiones que los ór-
ganos judiciales tomen en el ejercicio de sus funciones, sean obje-
to de revisión y/o sanción al adoptar ciertas interpretaciones.271 
Adicionalmente, dado que el Tribunal de Disciplina puede crear 
precedentes, podría ocurrir que se restrinjan algunas interpretacio-
nes o decisiones que desde su óptica merecen ser objetadas, lo que 
constituiría una violación a la independencia judicial pero también 
podría convertirse en un mecanismo indirecto de condicionamien-
to de los órganos jurisdiccionales.

Ante el escenario recién referido, es posible que asistamos a un 
retroceso en las instituciones jurídicas que hasta ahora han sido 
centrales y que se encontraban en proceso de consolidación como 
la jurisprudencia y el precedente. Con la reconfiguración descri-
ta, es deseable aunque incierto que las decisiones del futuro Poder 
Judicial puedan proporcionar las interpretaciones protectoras que 
se requieren en el constitucionalismo de derechos, sin embargo, es 
probable que dadas las claves restrictivas en las que se ha redactado 
la reforma, tales lecturas interpretativas sean desincentivadas. 

Espero que los años por venir refuten esta reflexión, pero en un 
contexto cuyas principales notas características he anticipado, me 
parece improbable que la jurisprudencia y el precedente puedan 
operar de manera adecuada, pues como se ha venido argumenta-
do, son productos del constitucionalismo de derechos y por lo tan-
to, requieren de ciertos presupuestos institucionales para su diseño, 
construcción y fortalecimiento. En ausencia de esos presupuestos, 
me temo que la jurisprudencia y el precedente corren el riesgo de 
convertirse en instituciones meramente ornamentales o, en el peor 
de los casos, de ser empleados de manera instrumental para perse-
guir propósitos ajenos a su función.

271		  Aguiló, Josep, “Independencia e imparcialidad de los jueces y argumenta-
ción jurídica”, Isonomía, núm. 6, 1997, pp. 74 y 75.
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Por otra parte, la reforma sujetó a las legislaturas locales a im-
plementar la elección judicial también en sus Poderes Judiciales, lo 
cual sucedió casi sin debate en la mayoría de los Congresos locales. 
Este ajuste “en automático” del rediseño judicial supone una im-
portante restricción a la autonomía interna de las entidades fede-
rativas y plantea un nuevo debate para el federalismo judicial, que 
implica una coexistencia entre órganos y poderes del ámbito fede-
ral y local, junto con la distribución de competencias entre ámbitos 
y órganos de carácter legislativo, ejecutivo y judicial. 

En ese sentido, las entidades conservan la capacidad de auto-
normarse creando sus propias leyes y su propia Constitución, den-
tro del marco establecido por la Constitución general, lo que no ha 
sucedido con la reforma de 2024. La clave del federalismo está en 
la distribución de poder y competencias entre la federación y las 
entidades y es en esa distribución donde radica la autonomía, pero 
también en la forma en la que se presentan las interacciones, rela-
ciones y diálogos entre estos órganos,272 sin embargo, esta reforma 
se presentó como una iniciativa del Congreso Federal, que luego se 
fue validando por las legislaturas locales sin mayor discusión.

Es en el marco del federalismo judicial mexicano que debemos 
entender las funciones de los órganos jurisdiccionales e integrar en-
tre las principales discusiones que recoge, aquella de la creación 
de jurisprudencia y precedentes por parte de los Tribunales de las 
entidades federativas. Asistimos a un dinamismo que ha incorpo-
rado diversas transformaciones constitucionales en nuestro sistema 
jurídico que nos obligan a una re-lectura permanente de las inte-
racciones entre la Federación y las entidades federativas, y es en esa  
 

272		  Dienheim de Barriguete, Cuauhtémoc Manuel, “El federalismo judicial y 
el control de la constitucionalidad en México”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo 
y Flores Pantoja, Rogelio (coords.), La Constitución y sus garantías. A 100 años de 
la Constitución de Querétaro de 1917. Memoria del XI Encuentro Iberoamericano y VIII 
Congreso Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, México, Instituto de Estudios 
Constitucionales del Estado de Querétaro-UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 2017, pp. 227-241.
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re-lectura que debemos entender la producción jurisprudencial de 
los tribunales locales. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos per-
mitió implementar un sistema de control constitucional local, que 
se fue implementado gradualmente. Si bien la CPEUM regula el 
Poder Judicial de las entidades Federativas en el artículo 116, frac-
ción III, fue gracias a reformas posteriores de finales del siglo XX 
que se incorporaron pasos hacia el fortalecimiento de la indepen-
dencia judicial. La reforma constitucional —publicada el martes 
17 de marzo de 1987— incorporó definiciones acerca de los po-
deres estatales, concretamente, sobre el Poder Judicial local. Por su 
parte —la reforma constitucional publicada el 31 de diciembre de 
1994— incorporó los requisitos y las prohibiciones para ocupar el 
cargo de magistrado local.273

Estas reformas constitucionales representaron un cambio sig-
nificativo en el fortalecimiento de la independencia judicial local, 
con el desarrollo a nivel local de capacidades jurisdiccionales que 
permitieron dar un paso más en la consolidación del federalismo 
judicial. Adicionalmente, desde que los órganos jurisdiccionales lo-
cales fueron llamados a asumir la tarea del control de constitucio-
nalidad-convencional ex officio, se ha dado un cambio monumental 
en el diseño de su operatividad (no sin dificultades). 

Este proceso abrió otra línea de investigación referente a la pro-
ducción, regulación, seguimiento y difusión de la jurisprudencia y 
precedentes emitidos por los órganos jurisdiccionales locales, así 
como los mecanismos de diálogo, seguimiento, integración y ajuste a 
los precedentes y jurisprudencias del Poder Judicial de la Federación.

En los años por venir observaremos la integración y desem-
peño de los nuevos órganos jurisdiccionales federales y locales, re-
sultado de la elección del 1 de junio de 2025. Pero observaremos  
 

273		  Collí Ek, Víctor Manuel, “Lo que es el federalismo judicial. Análisis y 
prospección”, Reforma Judicial. Revista Mexicana de Justicia, vol. 1, núm. 12, 
2008, pp. 140-143, 158, disponible en: https://doi.org/10.22201/iij.24487929e. 
2008.12.8730.
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también cómo operan los Tribunales de Disciplina a nivel local, así 
como la forma en la que interactúen los precedentes del Tribunal 
de Disciplina del Poder Judicial de la Federación con aquellos cri-
terios generados localmente; se trata de nuevas líneas de análisis.

Finalmente, no hay que olvidar la situación respecto de la for-
mación jurídica sobre jurisprudencia y precedente judicial que 
subsiste en México. Los planes de estudio de las universidades 
mexicanas no han sido diseñados para brindar la formación, cono-
cimientos o las herramientas analíticas necesarias para desempe-
ñarse en el constitucionalismo de derechos humanos. Lo anterior 
es una muestra ostensible de la escasa atención que históricamente 
ha tenido la enseñanza de la jurisprudencia en México,274 y más 
recientemente, la enseñanza del precedente judicial. 

Se requiere entonces, un proceso de rediseño y actualización de 
los planes de estudio que son uno de los elementos que integrarán 
la reconstrucción del imaginario jurídico-constitucional de la plan-
ta docente, directamente involucrada en su reproducción y even-
tualmente, en su erradicación. Parece que la distancia que existe 
entre la realidad constitucional que vivimos con sus requerimientos 
y la enseñanza de los contenidos curriculares de la carrera de dere-
cho puede salvarse si colocamos la discusión de estas instituciones 
como herramientas fundamentales del constitucionalismo de dere-
chos humanos.

En todo caso, estará en manos de las nuevas personas juzgado-
ras e integrantes de los diferentes órganos referidos, tomar como 
propia la tarea de consolidar la transición de la que vengo ha-
blando. Asumir de manera comprometida y responsable tanto la 

274		  Basta con revisar someramente alguno de los planes de estudio de las 
universidades que imparten derecho en el país para constatarlo. Se trata de una 
preocupación compartida respecto de la que se ha advertido el potencial obs-
táculo que la forma tradicional de enseñanza puede constituir para la imple-
mentación eficaz de la reforma en materia de precedentes de 2021. Pozas Loyo, 
Andrea y Negrete Cárdenas, Michael Rolla, “La nueva jurisprudencia por pre-
cedentes: ¿un reto para la enseñanza jurídica en México?”, Revista del Posgrado en 
Derecho de la UNAM, (e2), pp. 109 y 110, disponible en: https://doi.org/10.22201/
ppd.26831783e.2022.e.214.
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protección de derechos como la independencia judicial, así como 
seguir trabajando para impulsar el fortalecimiento del sistema de 
precedentes como pilar de la impartición de justicia. Por su par-
te, las universidades habrán de constituirse en factor de cambio y 
acompañamiento para la consolidación del sistema de precedentes.




